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                                                                                                                                                 “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                 Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORIA PENAL. TOMO 168 

 
COMPETENCIA. Competencia penal. Delitos cometidos por mayores y menores. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores 
de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Si en las actuaciones ha desaparecido la condición que daba lugar a la aplicación del artículo 418 
del Código Procesal Penal (texto según ley 6345 y modificatorias), es decir la coexistencia de distintas clases de 
causantes, permaneciendo pendiente de resolución la situación de un menor no responsable, adquiere operativi-
dad la regla de competencia establecida en el artículo 28 de ese cuerpo legal. En consecuencia no aparece razona-
ble que la continuidad del proceso se produzca otorgando intervención al tribunal de sentencia para que se expida 
por la responsabilidad o irresponsabilidad en actuaciones que tramitan exclusivamente contra un menor, pues la 
competencia que a las Cámaras en lo Criminal o Juzgados Correccionales atribuye el citado artículo, presupone la 
elevación a juicio de una causa que involucre, además de un menor no responsable, a menores responsables y 
mayores. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Catalano, Cornejo, Ferraris) 

Corresponde que continúe interviniendo el Juzgado Correccional, de Garantías y de Menores, si en la 
causa ha desaparecido la coexistencia de distintas clases de causantes, permaneciendo pendiente de resolución 
sólo la situación del menor. (Del voto del Dr. Vittar) 
                Si bien al resolver el Juez de Instrucción Formal la situación procesal del mayor de edad, revive la 
competencia del Juzgado de Menores haciéndose efectivo el principio de jurisdicción especializada, no debe 
pasarse por alto el hecho de que ese tribunal se encontraba en condiciones de resolver, en un pronunciamiento 
único, tanto sobre el mayor como sobre el menor, para lo cual bastaba con que adjuntara a la causa la partida de 
nacimiento de este último. (Del voto del Dr. Díaz)  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C MIRANDA, ARIEL OSCAR; RUÍZ, JOAQUÍN EZEQUIEL POR ROBO A RUÍZ, PAULINO – 
PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.261/12)  (Tomo 168: 539/546 – 
21/agosto/2012) 
 
EXCUSACION. Amistad. Violencia moral. 
CUESTION RESUELTA: I. ACEPTAR las inhibiciones formuladas a fs. 38 y 41 por los señores Jueces de Corte 
Dres. Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que manifiesta que lo une una relación de amis-
tad de larga data con el abogado defensor de la imputada, porque ello tiene encuadre en el artículo 51, inciso 11, 
en función del artículo 52, ambos del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
 Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral para intervenir en la causa 
en razón de las manifestaciones vertidas en relación a su persona por el abogado defensor de la imputada en un 
diario local, toda vez que sus razones no resultan susceptibles de apreciación sino por quien las aduce y ello su-
pone un estado subjetivo incompatible con el hecho de tener que intervenir y generar así una situación de conflic-
tividad moral, que encuadra dentro de la previsión del artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto 
según ley 6345 y modificatorias). 
               La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, establecido 
en el artículo 8º inc. 1º del Pacto de San José de Costa Rica, norma de rango superior por vigencia del artículo 75 
inc. 22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por aquellos, aún cuando trasciendan los 
estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a su apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C MORA-
LES, HUMBERTO GABRIEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.982/11)  (Tomo 168: 319/322 – 14/agosto/2012) 
 
EXCUSACION. Parentesco con el defensor del imputado. 
CUESTION RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 79 por el Sr. Juez de la Corte de Justicia 
Dr. Guillermo Alberto Catalano. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que se funda en que tiene una relación de paren-
tesco en cuarto grado de consanguinidad con el abogado defensor del imputado, porque ello constituye una cir-
cunstancia objetiva taxativamente prevista en el artículo 51, inciso 3º, en función del artículo 52, ambos del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias).  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C 
DÉCIMA, WALTER MARIO ENRIQUE – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.118/11)  (Tomo 
168: 997/1000 – 04/setiembre/2012) 
 
EXCUSACION. Parentesco con los letrados intervinientes en la causa. 
CUESTION RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 44 por la Sra. Juez de Corte Dra. Susana 
Graciela Kauffman de Martinelli, para intervenir en autos. ________________________________________  
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DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación de la Magistrada que se funda en que intervienen como letrados 
su cónyuge e hijos en la causa, porque ello tiene encuadre en el artículo 51, inciso 2º del Código Procesal Penal 
(texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Cornejo, Ferraris, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C 
VILTE, MARCELO EMANUEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.528/12)  (Tomo 168: 1065/1068 – 04/setiembre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTION RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el Sr. Juez de Corte Dr. Gustavo Adolfo 
Ferraris para intervenir en autos.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que manifiesta que anteriores causas fue recusa-
do con causa por el abogado del imputado, lo que motivó su apartamiento y le genera violencia moral fundada en 
razones de decoro y delicadeza, toda vez que los motivos claramente expresados e individualizados justifican 
razonablemente su apartamiento para asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia, y que la 
causal invocada constituye una circunstancia objetiva taxativamente prevista por el artículo 51 inciso 13 en fun-
ción del artículo 52, ambos del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias).  
 Constituye un imperativo para el Juez apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto, 
o de sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad 
jurisdiccional. Ello tiende a asegurar la más absoluta imparcialidad en los encargados de administrar justicia y 
hacer insospechables, en ese sentido, las decisiones judiciales.  
 Los conceptos de decoro o delicadeza indicados en la norma procesal han de ser analizados sin violentar 
el fuero íntimo subjetivo que ha llevado al magistrado a expresar la necesidad de su apartamiento, en aras de 
asegurar el debido proceso y la recta administración de justicia.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“VARGAS, GUALBERTO ULISES – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
34.993/11)  (Tomo 168: 115/120 – 7/agosto/2012) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Improcedencia 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 1/2.  
DOCTRINA: No es posible que los jueces resuelvan cuestiones devenidas abstractas o vacías de contenido en el 
curso del proceso, o para responder a un interés meramente académico.  
 Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia si frente a la gravedad y complejidad de los 
hechos investigados y el número de supuestos partícipes, la labor del magistrado no aparece como desidiosa o 
irrazonable, y la situación procesal de los imputados en la causa ha sido resuelta. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Vittar, Catalano, Cornejo, Kauffman)  

Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia si, conforme lo informado por el tribunal, se 
advierte que la investigación del hecho objeto del proceso demandó una ardua tarea dada la gravedad y las parti-
culares circunstancias que rodearon el hecho, la pluralidad de imputados, la intervención de múltiples profesiona-
les letrados –tanto particulares como oficiales-, aspectos que generaron una prolífera y permanente actividad 
procesal y la producción de pruebas de singular complejidad que demandaron un prolongado tiempo para su 
realización, pero que en modo alguno resultó ocioso, pues desde sus inicios la causa ha tenido una tramitación 
constante. (Del voto de los Dres. Ferraris y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “GRAMAJO, JAVIER ROBERTO – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA” (Expte. Nº CJS 
34.918/11)  (Tomo 168: 467/474 – 21/agosto/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Archivo erróneo de la causa. 
Recomendación al magistrado. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 19/21 vta. II. RECOMENDAR al 
señor Juez de Instrucción Formal de Segunda Nominación que proceda según lo indicado en el considerando 5º 
del presente. 
DOCTRINA: Es improcedente la queja planteada contra un recurso de apelación que no fue expresamente dene-
gado en primera instancia. 
        La denegación de un recurso debe ser siempre expresa, pues nuestro sistema procesal no otorga algún 
efecto tácito al silencio jurisdiccional.  
             El archivo de la denuncia que diera lugar a los autos no resulta procedente si se trata de un delito perse-
guible de oficio, por lo cual corresponde que los hechos denunciados sean objeto de investigación, sin que ello 
implique mérito alguno sobre los extremos allí descriptos, lo cual constituye la finalidad específica de la etapa 
preparatoria según lo indicado en los artículos. 189 y cc. del Código Procesal Penal (texto según ley 6345 y mo-
dificatorias). Todo lo cual debe ser objeto de la pertinente recomendación. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “GÓMEZ, JUAN ROBERTO – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
35.465/12)  (Tomo 168: 533/538 – 21/agosto/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta 
a fs. 12/13.  
DOCTRINA: No corresponde hacer lugar a la queja por denegación del recurso de casación, si la resolución que 
se pretende revertir no encuadra en los tipos previstos en el artículo 467 del Código Procesal Penal, ni resulta 
equiparable a sentencia definitiva. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C FERNÁNDEZ, MARCOS ANTONIO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” 
(Expte. N° CJS 35.396 /12)  (Tomo 168: 385/388 – 14/agosto/2012) 
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QUEJA POR RECURSO DE CASACION DENEGADO. Extemporaneidad del pedido de suspensión del 
juicio a prueba; preclusión. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 
62/65.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja que se planteó en razón de la denegación de un recurso de casa-
ción que perseguía revertir la resolución que rechazó por segunda vez el pedido de suspensión del juicio a prueba 
reiterado por la defensa, pese a que ello fue el objeto de un concreto trámite anterior y que el término para solici-
tar el beneficio ya había fenecido, pues el segundo pedido de la defensa fue formulado ya producida la preclusión 
procesal para dilucidar lo concerniente a la suspensión del juicio a prueba y, por ende, la instancia casatoria tam-
bién resulta improcedente.   
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “DÍAZ, JUAN CARLOS - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
34.969/11)  (Tomo 168: 1077/1080 – 04/setiembre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad del planteo 
.CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación deducida 
fs. 3/5.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado si el planteo resulta extem-
poráneo, siendo ello un correlato elemental del principio de perentoriedad de los plazos establecidos a favor de 
las partes.  

La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no reunir las formas necesa-
rias para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre admisibilidad del recurso.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli,  
CAUSA: “C/C DORADO, JUAN ALBERTO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº 
CJS 35.033/11)  (Tomo 168: 429/434 – 14/agosto/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Improcedencia. Resolución que rechaza planteo de 
nulidad; taxatividad de los recursos. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta 
a fs. 2/4 vta.  
DOCTRINA: El pronunciamiento impugnado, que rechaza un planteo de nulidad deducido por la defensa del 
imputado, no es de aquellos que la ley ha señalado como controvertidos por vía de casación ni puede ser equipa-
rado a sentencia definitiva por causar un gravamen de imposible reparación ulterior.  
                El principio de taxatividad de los recursos establece que las decisiones judiciales serán recurribles sólo 
en los casos y por los medios expresamente previstos por la ley. 
 La violación de la garantía del juez imparcial se produce cuando un mismo juez interviene en la etapa 
instructora como en la del juicio, y no cuando el magistrado intervino en una causa totalmente ajena. (Del voto de 
los Dres. Cornejo, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalana y Díaz) 
 Si una Sala la Cámara de Acusación rechazó el planteo de nulidad de las actuaciones por inobservancia 
de las normas sobre la constitución del tribunal con fundamento en la ausencia de excusación de uno de los jue-
ces, en concordancia con el rechazo de los vocales de otra Sala del mismo tribunal a una recusación anterior del 
mismo letrado, no existe en los fundamentos del fallo arbitrariedad alguna que pudiera convertir a la sentencia 
impugnada en un acto jurisdiccional inválido y tampoco las razones esgrimidas demuestran que en sus fundamen-
tos el tribunal haya incurrido en arbitrariedad o irrazonabilidad al rechazar los argumentos que postulan la nuli-
dad de las actuaciones. (Del voto del Dr. Díaz)  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“VARGAS, GUALBERTO ULISES – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
34.993/11)  (Tomo 168: 121/128 – 07/agosto/2012) 
 
QUEJA POR RECURSOS DE CASACION E INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADOS. Ausencia de 
sentencia definitiva; resolución que deniega pedido de sobreseimiento; doble instancia. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recursos de casación e inconstitucionalidad 
denegados interpuesta a fs. 20/24.  
DOCTRINA: Unicamente son objetivamente impugnables por casación las sentencias definitivas y los autos que 
pongan fin a la acción o a la pena, o hagan imposible que continúe, o denieguen la extinción, conmutación o 
suspensión de la pena y los que concedan o denieguen la extradición.  

La taxatividad es la regla que rige la materia casatoria, en forma inexorable, pues de lo contrario se desna-
turalizaría este recurso, convirtiéndose, de ser así, en una suerte de apelación ante una tercera instancia, lo que 
por cierto es absolutamente impropio. 
              Corresponde el rechazo de la queja por recursos de casación e inconstitucionalidad denegados si en el 
caso se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, en razón de la intervención del tribu-
nal de apelación al que accedió la impugnante haciendo uso del recurso de apelación que permitió discutir cues-
tiones de hecho y de derecho, con lo que se satisface la garantía de la doble instancia. 
               No es ni puede ser equiparada a una sentencia definitiva la resolución que confirma el rechazo del pedi-
do de sobreseimiento refutando para ello la teoría de la insignificancia alegada por la defensa como argumento de 
su solicitud. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano) 

Si la defensa hubiera considerado a la resolución del juez correccional y de garantías como una sentencia 
definitiva, debía recurrir en casación sin agotar previamente la vía del recurso de apelación ante la Cámara de 
Apelaciones, respetando el principio de doble instancia reconocido y garantizado por nuestra Carta Magna y los 
Tratados Internacionales de jerarquía constitucional. (Del voto de la Dra. Kauffman)  

La equiparación a sentencia definitiva puede conferir impugnabilidad objetiva a decisiones judiciales 
que no se encuentran expresamente previstas entre los tipos aludidos en el art. 467 del Código Procesal Penal, 
pero para que esa asimilación sea procedente, es menester que se ponga de manifiesto la existencia de un agravio 
no susceptible de reparación ulterior.  
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 Corresponde hacer lugar a la queja deducida si el imputado ha invocado con argumentos atendibles la 
existencia de un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, que estaría dado por el hecho de verse 
obligado a continuar sometido a proceso hasta la finalización de éste, por una conducta que -según alega- no 
encuadra en una figura penal de acuerdo a la teoría de la insignificancia. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “CANAVIRE, JUAN MANUEL – QUEJA POR RECURSOS DE CASACION E INCONSTITUCIO-
NALIDAD DENEGADOS” (Expte. Nº CJS 35.166/11) (Tomo 168: 595/606 – 21/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Acción civil. Daño moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 417/423 vta. 
y, en su mérito, modificar el punto II de la sentencia de fs. 405 vta./406, sustituyendo el monto de la indemniza-
ción allí fijada por el de $ 20.000 (pesos veinte mil) en carácter de daño moral, con más sus respectivos intereses 
desde el día del hecho hasta su efectivo pago. 
DOCTRINA: En principio, lo referente a la determinación del monto de la indemnización debida a la víctima de 
un delito, conforme al artículo 29 y cc. del Código Penal, es del resorte exclusivo de los jueces de los hechos, es 
decir, integra lo que constituyen los poderes discrecionales del tribunal de sentencia y se encuentra excluido del 
control de casación, siempre que los mismos sean ejercidos dentro de los límites de la autorización legal. ___  
         El daño moral es una afectación del espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, 
querer o sentir, que se traduce en un modo de estar de la persona diferente de aquél en que se encontraba antes 
del hecho como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial y que no tiene necesariamente que guardar 
relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste. 
                   Corresponde incrementar el monto de la indemnización por daño moral, si se ha constatado que los 
daños ocasionados a la menor víctima fueron profundos y sus bloqueos la condenaron a un silencio temeroso, los 
efectos que obraron sobre ella la llevaron a sentir rechazo por sí misma y sentimientos de culpabilidad, inherentes 
a las víctimas de abuso sexual y el hecho produjo consecuencias severas en su psiquis y en su desarrollo emocio-
nal. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
  La cuantificación del daño moral o extrapatrimonial queda librada al prudente arbitrio judicial conforme 
a las circunstancias del caso, y quien no esté conforme con tal evaluación debe allegar al tribunal argumentos 
críticos suficientes fundados concretamente en los antecedentes del proceso, para demostrar la inexistencia de los 
padecimientos o la exorbitancia de la indemnización cuestionada, o en el caso de los actores civiles, su exigüidad. 
 No se observa que el monto determinado por el tribunal en concepto de daño moral resulte irrazonable, 
si al hacerlo valoró concretamente las circunstancias determinantes del mismo, a partir de los informes psicológi-
cos de los cuales derivó que no se probó que la víctima actualmente sufra afectación en el sentido de secuela y 
que la licenciada interviniente sólo se refirió a la dificultad para relacionarse con el sexo masculino. 
  La evaluación del dolor humano es una operación no susceptible de asentarse en términos cuantitativa-
mente exactos, en conceptos de validez general o explicitada racionalmente. (Del voto de los Dres. Ferraris, 
Posadas y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ALCOCER, JOSÉ ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.884/10)   (To-
mo 168: 873/882 – 04/setiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Condena de ejecución condicional, revocación, incumplimiento de las reglas de 
conducta; residencia. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 11/14 vta.  
DOCTRINA: El simple incumplimiento de las reglas de conducta impuestas no es suficiente para la revocación 
del beneficio de la condena de ejecución condicional, sino que debe darse una situación de obstinación, demostra-
tiva de la resistencia al sometimiento a control y vigilancia con la finalidad de lograr la reeducación en libertad 
del imputado.  
 Es obligación del beneficiario de la condena de ejecución condicional fijar residencia pues, de lo contra-
rio, el tribunal de ejecución se vería imposibilitado de ejercer sus poderes de control y seguimiento del condenado 
durante el período de prueba.  
 Corresponde revocar el beneficio de la condena de ejecución condicional si el Patronato de Presos y 
Liberados informa que el encartado no cumplió con la presentación mensual ante dicho organismo y que habien-
do concurrido al domicilio fijado, se le informó que no reside allí, razón por la cual el tribunal declaró la rebeldía 
del encausado disponiendo su inmediata detención y efectuada ésta, revocó la condicionalidad de la pena por 
haber violado la obligación de residencia. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C CASAS, DANTE SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. Nº CJS 34.360/11)  
(Tomo 168:1001/1008 – 04/setiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACION. Delito de abuso sexual; agravante; guarda; concubino de la madre de la menor 
víctima; valoración de la prueba. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 628/631. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de abuso sexual agravado por la 
guarda, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado el hecho a partir de la descripción efectuada por la víctima, los 
informes psicologicos y psicofísicos; informe policial; resultados de ADN; informe socio-ambiental; acta de 
nacimiento de la menor, que le permitieron concluir que la conducta por él desplegada –penetración del órgano 
genital masculino mediante el empleo de fuerza e intimidación- constituye la violencia necesaria para adecuarla 
al tipo penal referido, máxime encontrándose probada su calidad de concubino de la madre y por lo tanto, la 
guarda de hecho que ejercitaba.  
               El bien jurídico protegido por la figura del abuso sexual con acceso carnal es la libertad sexual, entendi-
da como la libre disposición del cuerpo; abarca el pudor individual de las personas que sufren tales abusos, quie-
nes ven afectadas su integridad sexual o su pudicia individual. 
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 Conforme al sistema de la sana crítica racional y al principio de libertad probatoria, le es dable al tribu-
nal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclarecimiento de la verdad. Ello signi-
fica que nada le impide emitir un pronunciamiento condenatorio sustentado -entre otras pruebas- en el testimonio 
incriminante de la víctima, siempre y cuando aquél sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos 
que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndolo en un elemento preponderante por sobre la nega-
tiva del acusado. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Kauffman y Posadas) 

En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen 
serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con 
sigilo y sibilinamente dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a 
hurtadillas precisamente para no ser descubiertos.  
 El artículo 119, 3er párrafo del Código Penal tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad individual, en 
cuanto hace a la integridad sexual de las personas.  
 El concubino de la madre de las víctimas se encuentra atrapado por la calificante del inciso b del artículo 
119, párrafo tercero del Código Penal cuando actúa como jefe del hogar respecto de los hijos menores de su con-
cubina, dada su condición de encargado de la guarda, también llamado guardador.  
 Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera del 
hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamente eva-
luados. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“C/C ALVORNOZ, FAUSTINO BENITO – RECURSO DE CASACIÓN”      (Expte. Nº CJS 34.439/11)  (Tomo 
168: 675/686 – 04/setiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de coacción. Absolución. Principio “in dubio pro reo”. Condena que se 
dicta en base a los dichos de la denunciante. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 103/107 y, en su mérito, 
revocar la sentencia de fs. 98 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 99 y vta., y absolver libremente de culpa y 
cargo a Ramón Roberto Alvarado. 
DOCTRINA: Si a las resultas del juicio no existen elementos de convicción suficientemente atributivos del delito 
de coacción al acusado, corresponde salvaguardar su estado de inocencia y dictar la absolución por el beneficio 
de la duda. 
              Por regla no puede concederse eficacia comprobatoria decisiva y determinante a los solos dichos acusa-
torios de la propia víctima carentes de toda corroboración mediante su correspondencia con otras constancias de 
la causa. 
 El estado de inocencia que ostenta todo imputado traslada la carga de la prueba en el proceso penal a la 
parte acusadora y ello le impone una demostración plena y completa de la culpabilidad del acusado. 
 El principio “in dubio pro reo” se impone por la vigencia inconmovible del principio de inocencia en el 
proceso penal propio de un Estado Constitucional de Derecho, y ha sido consagrado también por la normativa 
internacional con jerarquía constitucional que preside la concreta aplicación e interpretación de nuestro derecho 
penal y procesal penal. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
        En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que la avale. 
 Si de las constancias de la causa y en particular de la sentencia puesta en crisis, surge que se arribó a una 
condena para el imputado por el delito de coacción sin otra prueba que la declaración de la denunciante, de tal 
suerte que en un contexto de crisis y tensión como es el que a menudo surge a consecuencia de conflictos de 
índole familiar donde se generan situaciones límite que pueden configurar la comisión de delitos o quedar próxi-
mos a su comisión, ello genera un estado de duda cuya protección constitucional resulta inexorable. 
 La observancia del principio “in dubio pro reo” es controlable en casación sólo en el grado de conven-
cimiento que expresa el Juez, a partir de la valoración integral de las pruebas. El análisis por tanto, debe circuns-
cribirse a la verificación de una inobjetable expresión de certidumbre y de la compatibilidad racional entre la 
certeza y sus presupuestos. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ALVARADO, RAMÓN ROBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.248/11) 
(Tomo 168: 861/872 – 04/setiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo.; valoración de la prueba; nexo de causalidad; con-
ducción antirreglamentaria de vehículo de transporte de pasajeros. Accidente en ruta nacional. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 418/420. 
DOCTRINA: El accionar del acusado supuso una trasgresión de los deberes de cuidado que debía observar en 
tanto conductor de un vehículo automotor, y máxime en quien debe hacerlo necesariamente en razón de las tareas 
que efectuaba –conductor o chofer de un transporte de pasajeros-, y al ser ello su medio de vida; omisión que lo 
llevó a efectuar un aporte causal indispensable para que se concreten el siniestro y la muerte de la víctima. 
 El deber de cuidado sobre cuya omisión gira la imputación de responsabilidad en el delito culposo, debe 
establecerse conforme a la capacidad de previsión de cada individuo, y en consecuencia aquel deber aumentará 
según las condiciones y preparación para la tarea que el individuo desarrolle o le haya sido asignada. 
               El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda; todo 
conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la circulación.  
 La conducta culposa del afectado cuando confluye con la del acusado, es un factor que tiene relevancia a 
los fines de una necesaria consideración para la adecuada mensura de la pena. Este último aspecto puede en todo 
caso servir para atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene el efecto de eliminarla. En 
materia penal, a diferencia del ámbito civil, no incide la existencia de culpa concurrente. No hay, por ello una 
neutralización de culpas recíprocas. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Díaz) 
      Corresponde que entienda el juez federal en el proceso incoado con motivo de un accidente de tránsito 
ocurrido en una ruta nacional. 
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               A los fines de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso 
debe determinarse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece aten-
diendo al lugar donde se ha consumado.  
         Si en el caso el accidente se produjo sobre una ruta nacional, se invalida todo lo actuado debido a 
que el juez que intervino no tenía competencia sobre el lugar en que ocurrieron los hechos y, por lo demás, la 
competencia federal es improrrogable e inalterable. (Del voto del Dr. Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GÓMEZ, EULOGIO DELINARDO – RECURSO DE CASACIÓN”        (EXPTE. Nº CJS 
33.745/10)  (Tomo 168: 279/294 – 13/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto, tentativa, certeza para condena; indicios..  
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 109/118.  
DOCTRINA: Es responsable del delito de hurto en grado de tentativa el acusado, si en la sentencia recurrida se 
tuvo por acreditado con el grado de certeza necesario para condenar que sustrajo la billetera perteneciente a la 
denunciante, mientras ésta se encontraba en la parada de ómnibus, siendo detenido por agentes de la Policía Pro-
vincial luego de haber ascendido a un transporte colectivo que pasaba por el lugar, encontrándose el elemento 
tirado en el piso de esa unidad de transporte en cercanías de donde estaba el imputado, por lo cual la “res furtiva” 
no fue encontrada en su poder. La prueba de indicios, cuando es concordante y permite una conclusión uní-
voca, es apta para dar sustento a un pronunciamiento condenatorio. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C ECHAZÚ, SERGIO MANUEL O SERGIO EMANUEL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 34.559/11)  (Tomo 168: 407/414 – 14/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de impedimento de contacto de hijos con padres no convivientes. Absolu-
ción. Inexistencia de elementos objetivos del tipo pena, motivación de la sentencia. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 189/193.  
DOCTRINA: En materia de fundamentación es preciso deslindar convenientemente dos conceptos cercanos pero 
distintos, cuales son la falta de motivación y la insuficiencia de motivación. La primera se asimila a la omisión de 
expresión de las razones que fundamentan la decisión judicial, en tanto que la segunda implica la existencia de 
una motivación que puede no alcanzar los requerimientos legales de fundamentación. Por ello, las consecuencias 
de ambas situaciones difieren considerablemente, pues mientras la primera irrefragablemente conduce a la nuli-
dad, la segunda sólo produce ese efecto cuando la deficiencia de motivación es de tal magnitud que importa su 
omisión lisa y llana. 
 Para tener por existente la conducta material constitutiva del delito de impedimento de contacto de los 
hijos menores con sus padres no convivientes se requiere de datos inequívocamente reveladores de la materiali-
dad misma del hecho impediente -circunstancias de modo, tiempo, lugar y personas- y de la específica intencio-
nalidad maliciosa que define la faz subjetiva del delito.  
            Es plenamente válida la sentencia que absuelve a la acusada del delito de impedimento de contacto de 
hijos con padres no convivientes, si ha otorgado eficacia conviccional decisiva a los informes socio-ambientales y 
psicológicos practicados y a su vinculación lógica y jurídica con las diligencias cumplidas en sede civil, elemen-
tos que condujeron al tribunal a considerar que el hecho supuestamente denunciado no existe porque la realidad 
material no ha tenido vigencia para definir un posible delito. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “ESEQUIEL, MARCELA ERIKA POR IMPEDIMENTO DE CONTACTO DE HIJOS CON PADRES 
NO CONVIVIENTES EN PERJUICIO DE MORENO, CÉSAR DARÍO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 33.678/10)  (Tomo 168: 1031/1038 – 04/setiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar; prescripción de la 
acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 66/67 vta.  
DOCTRINA: (Mayoría) El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar contenido en el reque-
rimiento fiscal no puede exceder los límites fijados por el propio acto requirente, el cual determinará las circuns-
tancias de modo, tiempo, lugar y personas que permitan circunscribir con la mayor precisión posible el hecho 
penalmente atribuido. 
                 Resulta inapropiado trasponer los límites fácticos y jurídicos trazados por el requerimiento acusatorio y 
echar mano a una suerte de presunción de continuación delictiva que extienda ilimitadamente la consumación 
criminal durante todo el transcurso del trámite procesal, sin que existan debidas constancias de ello. 
      Para que se pueda extender el curso de la prescripción más allá de los límites del propio acto requi-
rente será necesario que éste ponga de relieve la continuación del incumplimiento inicialmente atribuido al impu-
tado.  

    Es plenamente válida la resolución que sobresee por prescripción al acusado del delito de incumpli-
miento de los deberes de asistencia familiar, si el último acto con eficacia interruptora fue la requisitoria fiscal de 
elevación a juicio y entre dicha actuación y el auto de sobreseimiento transcurrió el plazo previsto por el art. 62 
inc. 2º del Cód. Penal (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Ferraris y Díaz) 
    Sin desconocer el carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia fami-
liar, en cuanto al momento en que deja de cometerse, señalado por la ley de fondo como circunstancia que marca 
el inicio del curso de la prescripción, no es dable trasponer los límites señalados en el requerimiento fiscal acu-
diendo a una presunción de continuación que se extienda durante todo el trámite del proceso, provocando que 
este tipo de ilícitos se conviertan en infracciones prácticamente imprescriptibles. 
                En tanto se pretenda influir en el curso de la prescripción más allá de los límites del acto requirente, 
será necesario que éste se reedite, sea mediante sucesivas ampliaciones o a través del mecanismo previsto en el 
art. 386 del C.P.P. (texto según ley 6345 y modificatorias). (Del voto del Dr. Díaz)  
 (Minoría) En función del carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia 
familiar, el curso de la prescripción se inicia cuando se acredita que dejó de cometerse. 
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Omitido el deber de asistir a su familia por parte de quien está obligado a ello, el delito es perfecto; este 
carácter no se altera por la circunstancia de que dicha omisión dure días, semanas, meses o años; y desde la ini-
cial verificación del incumplimiento hasta la cesación de la permanencia, perdura la consumación. 
 El dictado de un auto de sobreseimiento, como pretende la defensa, por la causal de prescripción de 
acción, requiere de un estado de certeza debido a los efectos que dicha resolución provoca en la vida del proceso 
y, por lo tanto, no podrá afirmarse –con el estado intelectual requerido- que la acción que nace de un determinado 
delito se extinguió por prescripción si no sabemos si el mismo ha dejado de cometerse. (Del voto de los Dres. 
Kauffman, Vittar  y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C PERALTA, JUAN CARLOS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.033/10)  (Tomo 
168: 7/16 – 06/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de violación de domicilio. Absolución; dependencias del domicilio. Princi-
pio “in dubio pro reo”. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 155/159 vta. y, en su méri-
to, revocar la sentencia de fs. 139 vta. y absolver por la duda (arts. 4º del Código Procesal Penal, texto según ley 
6345 y modificatorias y 20 de la Constitución Provincial) a Walter Antonio Guarache.  
DOCTRINA: El delito de violación de domicilio reprime al que entrare en morada o casa de negocio ajena, en 
sus dependencias o en el recinto habitado por otro, contra la voluntad expresa o presunta de quien tenga derecho 
de excluirlo. Se protege aquí el domicilio en sus dos aspectos; por un lado, se tutela una de las manifestaciones de 
la libertad, en cuanto derecho del titular a elegir quién ingresa y quién no a su domicilio; y por el otro también se 
protege al domicilio como ámbito de intimidad y reserva del sujeto pasivo.  
 En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que los avale. 
  Corresponde absolver al acusado del delito de violación de domicilio si en el caso surge de manera diá-
fana que el testimonio inculpatorio proviene de una persona que manifiesta su enemistad con el supuesto ofensor 
además de ser familiar de la víctima, de tal suerte que, en un contexto de crisis y tensión como es el que a menu-
do surge como consecuencia de conflictos de índole familiar, se generan situaciones límites que pueden configu-
rar la comisión de delitos, o quedar las evidencias reunidas y el hecho que se juzga, por lo cual debe aplicarse sin 
hesitación el principio consagrado por el principio de la duda.  
 La observancia del principio “in dubio pro reo” es controlable en casación sólo en el grado de conven-
cimiento que expresa el juez, a partir de la valoración integral de las pruebas. El análisis por tanto debe circuns-
cribirse a la verificación de una inobjetable expresión de certidumbre y de la compatibilidad racional entre la 
certeza y sus presupuestos. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar)        

Para la configuración del delito de violación de domicilio, introducirse el acusado en lugares a los que 
no se hallaba autorizado a ingresar -ámbito de la vivienda protegidos por el artículo 150 del Código Penal-, basta 
el mero ingreso al lugar contra la voluntad expresa o presunta de quien tenga derecho a excluirlo. Las dependen-
cias -concepto integrante del domicilio para el derecho penal- son aquellos lugares que, sin formar parte de la 
habitación o del lugar de permanencia privada, se emplean para su servicio o complemento. (Del voto del Dr. 
Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GUARACHE, WALTER ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.486/11)  
(Tomo 168: 607/620 – 21/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de la sentencia; integración ilegítima del tribunal de juicio por reempla-
zo de uno de los jueces.  
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la sentencia de fs. 606 y vta., cuyos fundamentos obran a 
fs. 609/615 y ordenar que bajen los autos a la Cámara en lo Criminal del Distrito Judicial Tartagal, para que pre-
via integración con otros miembros en el orden impuesto por la Ley 7263 y modificatorias, celebre una nueva 
audiencia de debate y dicte sentencia en consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la sentencia si en la causa, ante la licencia de uno de sus voca-
les, el tribunal de juicio fue integrado por la juez civil y comercial del mismo distrito y constituido de ese modo 
ilegítimo el tribunal, se celebró la audiencia de debate y se dictó el fallo; por lo tanto, no ha sido pronunciado por 
los jueces naturales de la causa y, tratándose de una cuestión de orden público indisponible e improrrogable, el 
ilegítimo reemplazo ha causado un vicio al proceso conminado con nulidad de orden general y absoluta.  
            Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control, aun de oficio, del desa-
rrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, siendo que la eventual 
existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una garantía constitucional, no podría 
convalidarse.  
 La Ley Orgánica de la Justicia Penal, instituye la competencia del fuero penal, tanto por razón del terri-
torio como de la materia, y regula el régimen de reemplazos y sustituciones de cada uno de los tribunales bajo 
previsiones expresas e improrrogables; preceptos de orden público que, establecidos de forma escrita y previa, en 
uso de atribuciones legislativas y mediante el instrumento constitucional apto, concretan la garantía y designan -
todos- al juez natural de la causa.   
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MONTAÑO, RAFAEL ARIEL; ARGAÑARAZ, CRISTIAN MAXIMILIANO - RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. N° CJS 33.644/10)  (Tomo 168: 389/394 –14/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Robo calificado por el uso de armas, secuestro; valoración de la prueba; recono-
cimiento en rueda de personas; certeza para condenar. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 253/256.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de robo calificado por el uso de 
armas, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que ingresó a un negocio,  asaltó a la dueña apuntándole con un 
revólver y la obligó a hacer entrega de todo el dinero que tenía, para luego atarle las manos con cinta de embalar 
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y huir en una motocicleta, y ponderó que la policía obtuvo la identidad del causante a partir del dato del rodado 
en que huyó y de las características físicas y de vestimenta aportadas por la damnificada y una testigo, como del 
allanamiento de la vivienda del imputado, donde se secuestró un revólver y una motocicleta del color descrito. 
 El reconocimiento en rueda de personas del acusado, efectuado por un testigo que luego manifestó no 
estar seguro por haber visto otras personas parecidas a los causantes, debe considerarse un elemento idóneo para 
sustentar la condena por el delito de robo calificado por el uso de armas, si el tribunal ha valorado esa prueba 
conjuntamente con otros elementos de convicción positivos. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C CORONEL, VÍCTOR HUGO – RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. Nº CJS 34.725/11)  (To-
mo 168:809/816 – 04/setiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs.   36/38 vta. y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 33/34.   
DOCTRINA: Para que la prohibición del último párrafo del art. 76 bis del C.P. sea superada, resulta necesario 
que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimiento personal y volunta-
rio del imputado de auto-inhabilitarse. Ello no puede entenderse como posible de cumplimiento en forma parcial, 
toda vez que se verían frustrados los fines preventivos del instituto en cuestión.  
 No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si no se cumple con el requisito de ofreci-
miento de auto-inhabilitación para conducir vehículos automotores y, por lo demás, tampoco se aprecia motivo 
válido alguno que fundamente la negativa del imputado a someterse a la incapacidad y evitar, sin satisfacer los 
fines de prevención especial, la sustanciación del debate. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman y 
Vittar) 
  La pena de inhabilitación es una sanción que supone la pérdida de capacidad para realizar determinada 
actividad, y su imposición tiene una finalidad readaptadora ante la posibilidad que durante el tiempo de exclusión 
el imputado reflexione o readapte su conducta a las exigencias de una determinada actividad, además de perse-
guir una finalidad reparadora frente a la víctima y la sociedad, en tanto se retribuye el delito impidiendo el ejerci-
cio de un derecho directamente involucrado en su comisión. 
 No resulta coherente el ofrecimiento de auto-inhabilitación por parte del acusado durante tres días a la 
semana, toda vez que tal conducta sólo resulta equitativa a su conveniencia al no cumplir con el fin de aquella 
regla que es la de garantizar la prevención especial que trae aparejada la sanción y que tiene por misión evitar la 
comisión de futuros delitos. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
            No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito se encuentra conminado con pena de inhabilita-
ción, en mérito a la expresa prohibición dispuesta en el último párrafo del art. 76 bis del Código Penal. (Del voto 
del Dr. Díaz y Posadas)  
 Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los casos de delitos penados con inhabilitación, 
pues el último párrafo del art. 76 bis del Código Penal dispone que si las circunstancias del caso permitieren dejar 
en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, el tribunal podrá suspender la realización del juicio. 
              No resulta razonable, ni se compadece, con el propio régimen establecido por el art. 76 bis del C.P. a su 
respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que tienen tam-
bién prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. 
 El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como “última ratio” del 
ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que más 
derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 bis 
del Código Penal a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres 
años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. 
 No está supeditada al dictamen fiscal la facultad del juez en cuanto al establecimiento de pautas, límites 
y extensión del beneficio, si previamente se han verificado los recaudos legales exigidos para su otorgamiento. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Días, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C PUCA, ÁNGEL CUSTODIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.318/11) (Tomo 168: 23/42 – 06/agosto/2012)  
 
RECURSO DE CASACION. Suspensión del juicio a prueba, homicidio culposo, pena de inhabilitación; dicta-
men fiscal. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 12/ 14 vta. y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 7/ 11.   
DOCTRINA: Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el imputado 
reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo necesario 
y, además, consienta que, cumplido dicho plazo, los efectos previstos en el 4º párrafo del artículo 76 ter del Códi-
go Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado respecto al cumpli-
miento de la regla de conducta impuesta de conformidad al 2º párrafo del artículo 20 ter del Código Penal. 
        No resulta vinculante la oposición del fiscal cuando se aparta de las constancias de la causa y encuentra 
motivo en una interpretación irrazonable de la ley.  
                Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba si ordena la 
inhabilitación de la acusada para conducir vehículos automotores por el término de tres años cuando, además, 
debió supeditarse en los términos del 2º párrafo del artículo 20 ter del Código Penal, permitiendo de ese modo 
que el cumplimiento de la regla de conducta se evalúe vencido el tiempo de la suspensión de acuerdo a lo allí 
establecido. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman).   

No procede la suspensión del juicio a prueba si el acusado viene requerido por un delito que se encuentra 
conminado con pena conjunta de inhabilitación. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz)  
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Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los casos de delitos penados con inhabilitación, 
pues el último párrafo del art. 76 bis del Código Penal dispone que si las circunstancias del caso permitieren dejar 
en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, el tribunal podrá suspender la realización del juicio. 
              No resulta razonable, ni se compadece, con el propio régimen establecido por el art. 76 bis del C.P. a su 
respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que tienen tam-
bién prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. 
 El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como “última ratio” del 
ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que más 
derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 bis 
del Código Penal a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres 
años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. 

No está supeditada al dictamen fiscal la facultad del juez en cuanto al establecimiento de pautas, limites 
y extensión del beneficio, si previamente se han verificado los recaudos legales exigidos para su otorgamien-
to.(Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “DOMÍNGUEZ DE MACHADO, PATRICIA DEL VALLE – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 32.554/09)  (Tomo 168: 323/348 
14/agosto/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; revocación del beneficio; incumplimiento aislado 
de las reglas de conductas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 429/435 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 405 /407. 
DOCTRINA: La revocación de la suspensión del juicio a prueba sólo procede en caso de persistencia o reite-
ración en el incumplimiento de alguna o algunas de las reglas de conducta.  
     El tribunal no está facultado para revocar el beneficio de la suspensión ante el primer incumplimiento de 
las reglas de conducta, dado que sólo después de haber declarado injustificado un primer incumplimiento podrá 
revocar el beneficio ante un nuevo incumplimiento  reiterado o persistente de tales reglas que tampoco se encuen-
tre justificado; máxime si en el caso precipitó la resolución sin antes consultar debidamente el estado del trámite a 
la Secretaria de Control de Suspensión del Juicio a Prueba, con lo cual podría haber tenido una opinión más con-
creta sobre el cumplimiento de las reglas de conducta.  
 La imposición de realizar tratamientos médicos y psicológicos, entre los que se incluye específicamente 
el de rehabilitación para algún tipo de adicción, no implica necesariamente su éxito y lo que en realidad se debe 
evaluar es la voluntad del probado de procurar una mejoría en su salud, sin olvidar que se trata de una enferme-
dad. Por ello, la falta de resultados favorables o una "recaída", no pueden -sin más- juzgarse negativamente.(Del 
voto de los Dres. Posadas, Vittar, Díaz y Kauffman). 

El simple incumplimiento de las reglas de conducta impuestas no es suficiente para la revocación del 
beneficio, sino que debe darse una situación de obstinación, demostrativa de la resistencia al sometimiento a 
control y vigilancia con la finalidad de lograr la reeducación en libertad del imputado.  
 Para llegar al extremo de la revocación de la suspensión del juicio a prueba, es necesario haber agotado 
antes una serie de alternativas que surgen de una interpretación sistemática del art. 27 bis del Código Penal. En 
primer lugar, el tribunal podrá modificar las reglas de conducta, cuando la imposibilidad de su cumplimiento sea 
justificada. En segundo lugar, el órgano jurisdiccional podrá insistir en que el beneficiario las satisfaga, sin que 
del incumplimiento en que hubiese incurrido, se derive sanción alguna. Finalmente, dispondrá que no se compute 
como plazo de cumplimiento todo o parte del tiempo transcurrido hasta ese momento. (Del voto de los Dres. 
Catalano, Cornejo y Ferraris)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Días, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C TORINO, FÉLIX JOSÉ - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.167/11)  (Tomo 168: 
817/826 – 04/setiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; revocación del beneficio; incumplimiento de las 
reglas de conducta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 148/150.  
DOCTRINA: Corresponde revocar la suspensión del juicio a prueba si el imputado no observó las pautas de 
conducta ni ejecutó las obligaciones impuestas al momento de la concesión, a pesar de haber sido instado en 
reiteradas oportunidades para que lo hiciera, demostrando así un completo desinterés por adecuarse a las condi-
ciones de las que dependía el beneficio que estaba gozando y con ello, el fin de resocialización al que aspira el 
instituto se vio frustrado por el principal interesado, el mismo sujeto que se había comprometido en demostrar la 
falta de necesidad en la celebración del juicio. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar. Catalano, Cornejo, Díaz, 
Ferraris y Kauffman) 
 Si los hechos son demostrativos de una despreocupación que permite deducir la voluntad del imputado 
de no cumplir con los deberes asumidos, acreditan la frustración de la resocialización, que es el fin perseguido 
por la suspensión del juicio a prueba, y son suficientes para sustentar la resolución que revoca el beneficio, por-
que permiten afirmar razonablemente que la reinserción social del imputado no se ha producido, y que, por ende, 
el fin del instituto no se ha cumplido. 

El hecho de asumir sin reparos la postura del recurrente en el sentido de presumir un simple desconoci-
miento de las citaciones del sistema de justicia, es incompatible con las expresas y múltiples obligaciones asumi-
das por el solicitante cuando se le otorgara el beneficio, a lo que cabe recalcar la omisión de concurrir justamente 
a la audiencia establecida para ser oído acerca del cumplimiento o incumplimiento de las reglas de conducta. (Del 
voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: "C/C SOLIZ, CARLOS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Nº CJS 34.350/11)  (Tomo 
168: 43/52 – 08/agosto/2012) 
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RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones procesales; denegación de recursos de orden local. 
Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTION RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 78/85 vta.  
DOCTRINA: Las disposiciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribunales 
locales no justifican en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en virtud del carácter fáctico y 
procesal de las cuestiones que suscitan. 
        Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los vicios atribuidos al pronunciamiento cuestiona-
do sólo ponen de manifiesto una discrepancia con el fallo y el impugnante se limita a reproducir casi textualmen-
te agravios ya atendidos y resueltos en más de una ocasión, siempre en la misma causa, por la Corte, en particular 
en lo atinente a la representación del imputado, y los motivos del recurso sólo ponen en evidencia una disconfor-
midad con normas de derecho procesal, materia ajena a la instancia extraordinaria federal, dado el debido respeto 
al derecho de los estados provinciales de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, lo que se encuentra 
garantizado por los artículos 5º y 121 de la Constitución Nacional. 
               La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una instancia ordinaria para debatir temas ajenos 
a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en 
esos aspectos, violación a normas constitucionales o graves defectos de fundamentación y razonamiento que lo 
hagan inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Kauffman, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SPEICHER, LUIS MARIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.614/10)  (Tomo 168: 621/626 – 21/agosto/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Cuestiones procesales. Resoluciones que de-
claran la improcedencia de recursos deducidos en el orden local; medidas disciplinarias impuestas a penados. 
Control del Juez de Ejecución. 
CUESTION RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 177/184 vta.  
DOCTRINA: Las disposiciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribunales 
locales no justifican en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en virtud del carácter fáctico y 
procesal de las cuestiones que suscitan.  
                  El recurso no revela cuestión federal ni causal de arbitrariedad alguna, cuando la existencia de esos 
extremos resulta la base misma de su admisibilidad, si el impugnante no logra revertir lo indicado en sentencia 
de la Corte en el sentido de que es la apelación y no la casación el medio adecuado para cuestionar las decisiones 
del Juez de Ejecución al controlar medidas disciplinarias dictadas en el marco del cumplimiento de una pena 
privativa de la libertad. 
    Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los agravios del impugnante sólo ponen en evi-
dencia su disconformidad con normas de derecho procesal, materia ajena a la instancia extraordinaria federal, 
dado el debido respeto al derecho de los estados provinciales de darse sus propias instituciones y regirse por 
ellas, lo que se encuentra garantizado por los artículos 5º y 121 de la Constitución Nacional. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: "C/C CASIMIRO, MIRTA ESTELA – RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 34.678/11) (To-
mo 168: 17/22 – 06/agosto/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Reiteración de agravios considerados y resueltos en casación. 
Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTION RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 1387/1394. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica detallada de la sentencia 
impugnada y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el Tribunal para arribar a 
las conclusiones que agravian a la apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto al 
seguido en la resolución, ni reiterar argumentos vertidos en etapas anteriores del proceso, sobre cuestiones ya 
resueltas en casación con suficiente fundamentación de derecho.   
 En tanto vía impugnaticia especial, el recurso extraordinario está dirigido a un objetivo concreto y res-
tringido: reparar agravios constitucionales; por tal motivo, la existencia de una cuestión federal o constitucional 
configura la base misma del recurso. 
 La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, 
sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta 
la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar al pronunciamiento 
apelado como un acto jurisdiccional válido.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SALAS, VÍCTOR SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.920/10)  
(Tomo 168: 155/164 – 07/agosto/2012) 


